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Agua potable y saneamiento en El Salvador

MOLT BO!
En 2003 se descubrió un escándalo de corrupción involucrando el entonces Presidente de ANDA, Carlos Perla, varios miembros de su familia y altos funcionarios de la ANDA. Carlos Perla se refugió en Francia, pero fue extraditado en Noviembre 2006 y condenado en primera instancia a 15 años de cárcel en Noviembre 2007 para haber construido su casa con fondos de ANDA y para haber recibido sobornos de US$ 10,959. En un caso de soborno mucho más grande y de fecha anterior a 2000 involucró una empresa española que ganó un contrato de US$ 30 millones para la construcción de un acueducto para suministrar agua a San Salvador del Rio Lempa. Perla no fue juzgado para este delito porque las autoridades de Francia aceptaron extraditarlo, aún no habiendo convenio para ello, solamente bajo la condición de que solo fuera juzgado por los delitos cometidos después del 10 de noviembre de 2000.[4
http://www.elfaro.net/secciones/noticias/20030721/noticias2_20030721.asp
San Salvador, 05 - 11 de mayo de 2008
Las aguas turbias 

El proyecto Río Lempa II, el más importante de la gestión de Carlos Augusto Perla Parada como presidente de la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA), resultó ser un fiasco. Una investigación periodística realizada por La Prensa Gráfica reveló que Perla despilfarró $30 millones de dólares, que pagó por un proyecto inconcluso y que lo inauguró sin estar finalizado. 

Christian Guevara Guadrón
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Río Lempa II era un proyecto ambicioso. Con una inversión de $30 millones de dólares, prestados por el gobierno español, se pretendía solucionar el problema del abastecimiento de agua potable de 1.5 millones de personas que habitan en el Gran San Salvador. "Será la primera vez que habrá más agua de la que se demanda", anunció con orgullo Perla en 1998, cuando se dio inició a las obras.

Pero el proyecto nunca funcionó, a pesar de que fue inaugurado oficialmente por el Presidente Francisco Flores el 22 de mayo de 2002. Era la última inauguración de Perla, quien dejó el cargo a finales de ese año. Un informe de técnicos de ANDA, presidido por la Fiscalía General de la República (FGR) y por la Corte de Cuentas, reveló que hay 19 deficiencias estructurales en la obra, que el sistema computarizado adquirido no funciona y que una serie de costosos motores de lavado ni siquiera han sido probados. Además, máquinas valoradas en $30 mil dólares compradas para la construcción del proyecto fueron extraviadas. El caso fue publicado el 12 de mayo de este año.

Ni siquiera la licitación estuvo libre de irregularidades. La empresa ganadora de la licitación de ANDA fue un consorcio de empresas españolas llamada Unión Temporal de Empresas (UTE), conformado por ICASUR, ISOLUX e Hidromecánica Extremeña. Uno de los requisitos del gobierno español para desembolsar el millonario préstamo había sido que una empresa española se encargara de la ejecución. El informe de la Corte de Cuentas afirma que se favoreció a la UTE brindándole información proporcionada por las competidoras. Es más, aparentemente el consorcio español ni siquiera retiró las bases de la licitación pública de la cual resultó ganadora. 

La UTE estaba dirigida por un polémico empresario: Joaquín Alviz, dueño de ICASUR.


El socio español
Alviz es un español hábil para pactar millonarios contratos con gobiernos centroamericanos. La mayoría de estos negocios se han visto envueltos en la polémica, están empañados por la corrupción y plagados de ilegalidades. 

En Panamá, Alviz se unió con un político para ganar la licitación de un proyecto de agua potable de $5 millones de dólares. Poco después se demostró que la licitación había estado viciada y que se había favorecido a Alviz en la adjudicación de la obra. Pero los problemas del español en ese país centroamericano no pararon ahí. Otra de sus empresas ganó una iniciativa del gobierno panameño para recuperar tesoros coloniales hundidos en el mar. La polémica se desató porque la condición del español era quedarse con el 50% de las ganancias.

El negocio más grande donde se involucró Alviz fue en El Salvador, cuando ICASUR ganó la licitación de la Revisión Técnica Vehicular (RTV) promovida por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARN). El nuevo negocio le dejaría a Alviz ganancias de hasta $100 millones de dólares. El RTV nunca fue ejecutado porque el Ministro de Medio Ambiente, Walter Jokisch, demandó a ICASUR por brindar información falsa. El empresario puso una demanda en España en contra del país por $78 millones de dólares alegando "incumplimiento el contrato".

Alviz también fue acusado de malversar los fondos del Río Lempa II por las otras dos empresas que conformaban la UTE, ISOLUX e Hidromecánica Extremeña. La UTE fue disuelta. Luis Molinés, gerente de ISOLUX, dijo que su compañía se había hecho cargo de terminar el proyecto para salvar el "honor" de la empresa y acusó a Alviz de robarse máquinas para utilizarlas en sus negocios personales. 

El pozo que cavó Perla
Carlos Perla no es ajeno a la polémica que rodea a Joaquín Alviz. La principal acusación en contra del ex presidente de ANDA es que firmó un documento que certifica que la obra estaba terminada, a pesar de que sabía que faltaba por lo menos un 50%. Lo más grave del caso es que ese certificado avaló que la empresa española cobrara $19 millones de dólares, que era el pago estipulado cuando el proyecto estuviera concluido. 

El documento salió a la luz pública cuando Manuel Arrieta, el nuevo presidente de ANDA, quiso hacer valer la garantía de fiel cumplimiento pactado con la UTE para asegurar el cumplimiento de Río Lempa II. Arrieta se llevó una sorpresa cuando los abogados de Alviz le enseñaron el escrito firmado por Perla. La demanda por $6 millones en contra del consorcio español se desplomó. 

El documento no se encontraba en los archivos oficiales de ANDA, pero la firma era legal. Perla no negó haberlo firmado y hasta reconoció saber que la obra estaba inconclusa. "Lo firmé, pero si miran el contrato se darán cuenta de que faltan cosas", dijo el ex funcionario. Cuando se le increpó por haberla inaugurado sin finalizar, respondió: "La inauguré porque yo la hice". Perla aseguró el 12 de mayo, un día después de iniciado el escándalo, creer que "hay alguna persona o grupo de gente que quiere quedarse con la emisión de gases (el proyecto RTV), que se ha dedicado a desprestigiar a Alviz y que a mí me están llevando de encuentro. Estoy seguro de que detrás de eso hay mano peluda".

Perla también había firmado otro documento, una segunda prórroga a favor de la UTE en diciembre de 2001. A pesar de eso, Alviz recibió la certificación para poder cobrar el dinero restante. La propuesta de proyecto presentada por la UTE en 1998 garantizaba que Río Lempa II iba estar finalizado en sólo 19 meses, hasta la fecha han transcurrido 45 y los trabajos no han concluido.

El 16 de mayo, la Asamblea Legislativa decidió que una comisión que investigaba los negocios de Joaquín Alviz continuara su trabajo. El grupo estaría conformado por Noé González y Antonio Almendáriz del PCN, Humberto Centeno y Nelson García por el FMLN, Donato Vaquerano de Arena, Jorge Villacorta por el CDU y René Aguiluz del PDC. El presidente Francisco Flores ordenó que todos los funcionarios que fueran citados acudieran.

Poco a poco, las investigaciones de los periódicos, de la Fiscalía General de la República y de la comisión especial de la asamblea comenzaron a medir la profundidad del pozo cavado por Perla.

Una institución plagada de corrupción
La Comisión Especial de la Asamblea dictaminó que ANDA había recibido, desde 1995, cinco prestamos por un valor de $86 millones, de los cuales no hay un análisis correcto para determinar si hubo o no una correcta utilización. "No podemos saber si esos préstamos se usaron correctamente", dijo el legislador del PCN, Dagoberto Marroquín y Jorge Villacorta del CDU calificó la investigación como un "escándalo". 

De inmediato, los diputados pidieron que Manuel Arrieta y Carlos Perla llegaran a declarar. También los dos funcionarios fueron citados por Hernán Contreras, presidente de la Corte de Cuentas, después de que el ente controlador informara que existían "graves irregularidades" en el manejo de los fondos del Proyecto Río Lempa II. Contreras envió una carta al Fiscal General, Belisario Artiga, previniéndole de la existencia de indicios de corrupción. 

Otras investigaciones revelaron posibles actos de corrupción. La Corte de Cuentas halló que se habían producido anomalías en la licitación donde ANDA entregó a la UTE un segundo trabajo: la construcción de un reservorio de agua en Nejapa por un valor de $3.7 millones. El trabajo todavía no ha sido concluido a pesar de que ya venció su plazo límite. 

Además, la Fiscalía comprobó que Noel Alvarado, un carpintero de ANDA con un sueldo de $350 dólares mensuales, adquirió un carro nuevo por $44 mil dólares en junio de 2000. Doce días después, Alvarado le vendió el mismo vehículo a Perla pero por 28 mil 500 dólares. Y el caso no termina ahí. La misma investigación determinó que Alvarado recibió el dinero para poder comprar el vehículo de la firma española Inceysa, propiedad de Joaquín Alviz, por medio de un cheque de $70 mil dólares . El automóvil fue vendido por Intermotor, una compañía perteneciente a Mario Orellana, ex gerente general de ANDA y destituido a finales del año pasado. Orellana también es objeto de investigación y los periódicos lo señalan como la mano derecha de Perla durante su larga gestión. 

Alviz fue más allá y también emitió un cheque por $50 mil dólares a favor de Xiomara Gómez, secretaria de Orellana. Pocos días después Gómez hizo un depósito de $34,800 dólares en una cuenta de Perla. Belisario Artiga también informó que trabajadores pagados por ANDA habían realizado labores de construcción en una casa de campo del ex funcionario. 

Carlos Perla, prevenido de la situación, partió hacia México el 19 de mayo y no ha regresado. Según el abogado del ex funcionario, Narciso Rovira, su cliente se encuentra en aquel país "atendiendo algunos negocios". Pocos días después, cuando Perla faltó a un segundo citatorio de la Fiscalía General, Rovira dijo que el ex presidente de la autónoma se "encontraba quebrantado de salud". Quien sí quiso declarar fue Alviz, pero con la condición de la Asamblea Legislativa le proporcionara inmunidad diplomática. "Solicito inmunidad jurídica y política para poder acudir con un salvoconducto que asegure mi entrada y salida del país", pidió en una carta el español. La petición fue negada

El 19 de junio, un rápido informe de probidad reveló que el patrimonio de Perla había aumentado $97 mil dólares sin justificación. Artiga dijo que Perla ya era "imputado" de una investigación por "enriquecimiento ilícito". Eduardo Cáceres, jefe de la Unidad de Probidad, señaló que las investigaciones hechas evidenciaban que Perla habían adquirido millonarias propiedades utilizando a los nombres de su hijo y el de su esposa. 

A mediados de julio, Perla todavía se encuentra afuera del país y Rovira se ha convertido en su vocero oficial, hasta ha solicitado comparecer él en vez de su cliente antes las distintas mesas de negociación. Esta semana, once propiedades a nombre de Carlos Perla, de su esposa y de su hijo; y también las del ex gerente general, Mario Orellana, fueron sido confiscadas. 

Las investigaciones continúan para determinar el fondo de un pozo que rebalsa aguas turbias. ANDA se ha convertido en ese pozo profundo.

http://archive.laprensa.com.sv/20041215/nacion/74338.asp
15 de diciembre de 2004

Fiscalía pide que Icasur sea condenada por fraude ANDA
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Icasur es parte de un consorcio que ganó dos licitaciones en ANDA por 33 millones 726 mil 348 dólares.
La Fiscalía General de la República (FGR) pedirá que una empresa española sea condenada civilmente por las irregularidades en la licitación, adjudicación y construcción de la planta de tratamiento Río Lempa II y Reservorio de Nejapa.

“La ley regula que las empresas cuyos representantes legales cometan delito son responsables civiles subsidiarios de la actuación de su representante”, consideró Víctor Rodríguez Luna, uno de los fiscales anticorrupción.

Alviz no sólo era gerente general del consorcio UTE-Río Lempa, también tenía la representación legal de la empresa Icasur.

Los fiscales anticorrupción han solicitado una condena civil subsidiaria especial contra la empresa Icasur, propiedad del español Joaquín Alviz Victorio, quien ganó las licitaciones valoradas en 33 millones 726 mil 348 dólares.

Según la Fiscalía, Alviz prometió un soborno del 10 por ciento del monto total de las obras ($3.3 millones) para asegurar que la administración de Carlos Perla le adjudicara los proyectos.

Icasur era una de las tres empresas que integró la Unión Temporal de Empresas (UTE-Río Lempa). Las otras dos sociedades que integraban el consorcio, Isolux Wat e Hidromecánica Extremeña (HIMEX), no deben resarcir daños y perjuicios al Estado salvadoreño.

“Con las otras (empresas) hacemos la distinción porque no tenemos pruebas que nos indiquen que ellos conocían de esa situación. Y tienen información a su favor porque fueron las que terminaron el proyecto cuando Alviz ya se había ido del país y ya había recibido la paga”, reiteró Rodríguez.

La solicitud de una condena por responsabilidad civil especial ya fue planteada ante el Juzgado Décimo Tercero de Paz.

El próximo lunes, el tribunal continuará la audiencia inicial contra cuatro ex funcionarios de ANDA y dos españoles como los autores principales de los sobornos.

Aunque Icasur ya cerró operaciones en El Salvador, la Fiscalía considera que se puede seguir un proceso civil contra la empresa en España.

“Entendemos que es una sola empresa; que haya tenido una sucursal es otra cosa”, dijo el fiscal. 



Dos casos en espera judicial
Las dos acusaciones por corrupción en ANDA que han llegado hasta los tribunales están en compás de espera. 

El Juzgado Noveno de Instrucción archivó un proceso por sobornos que cuatro ex funcionarios y 17 de sus familiares recibieron de la empresa salvadoreña SETERS. 

Un total de 10 procesados fueron condenados a penas mínimas en procesos abreviados; otros ocho están prófugos y sólo el ex presidente de ANDA Carlos Perla está detenido en Francia por una posible extradición. 

En el Juzgado Décimo Tercero de Paz, la acusación por fraude en el proyecto Río Lempa II y Reservorio de Nejapa también está en espera. La audiencia se suspendió hace dos días porque la defensa de los imputados no había leído todo el proceso. El caso seguirá el lunes. Los casos que el fiscal no conoce

El fiscal general, Belisario Artiga, dijo ayer que no poseía información sobre tres casos que han conmovido al país. 

Criterio ilegal
La Corte Suprema estudia desde el 5 de febrero de 2001 una demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 20 del Código Penal. 

Este artículo le da a la Fiscalía el poder de decidir los criterios de oportunidad a favor de ciertos reos, lo cual —a juicio de los demandantes— viola la igualdad de los imputados y usurpa la función de los jueces.

Artiga dijo ayer que no había enviado su opinión a la Corte sobre la legalidad o no de la disposición. Sin embargo, en la Sala de lo Constitucional consta que el funcionario evacuó el traslado el 13 de abril de 2004. Se le hizo ver esta situación, pero insistió en no saber. 

Garay Pineda
El ex director de Centros Penales Rodolfo Garay Pineda es acusado por el ex director de Mariona José Antonio Guzmán de haber sido informado del lanzamiento de un balón con droga al reclusorio y que, pese a que ambos sabían, sólo el alcaide es procesado por omisión.

Se consultó con el fiscal si habían ya confirmado si Garay Pineda tuvo o no conocimiento de la situación, pero reconoció que no ha recibido ningún informe sobre el acta de notificación.

Garay Pineda regresó al país, según constató este rotativo; sin embargo, no ha hecho ninguna aclaración al respecto. En Centros Penales, llevan casi una semana buscando esa acta.

OBC y Perú 

El jueves trascendió que el presidente de la OBC, Julio Villatoro Monteagudo, tiene orden de captura en Perú por el delito de estafa en contra de 500 personas y por un monto de 

6 millones de dólares. 
El fiscal Artiga se mostró impresionado con la pregunta, y su jefe de prensa, Salvador Martínez, le tuvo que ayudar; pero aún así dijo no saber del caso.

Al finalizar la entrevista, le dijo a dos periodistas de LA PRENSA GRÁFICA: “Ustedes, periodistas, ¿qué les pasa? ¿De cuál han fumado o han fumado de la misma?”, un poco molesto por las preguntas que se le hacían y para las cuales no tenía respuestas concretas.

INFORME IDEPENDIENTE SOBRE LA IMPLEMETACION DE LA

CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUCPION EN EL

SALVADOR, MAYO DEL 2007
http://www.transparency.org/content/download/20225/281095/file/salvador_ii_ronda.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic2_slv_inf_sc_sp.doc
http://www.elsalvador.com/noticias/2003/06/21/nacional/nacio23.html
Dos extremeños, implicados en una trama de corrupción en El Salvador

http://www.elperiodicoextremadura.com/noticias/noticia.asp?pkid=269179
La Interpol asegura que están en paradero desconocido, aunque EL PERIODICO los localizó ayer en sus domicilios[antetit.110]. LA SUPUESTA CONSPIRACION EN EL PAIS CENTROAMERICANO SALPICA A DOS EMPRESARIOS DE CACERES Y BADAJOZ. Joaquín Alviz dice que ha sido amenazado y su negocio tiroteado y que detrás hay intereses del expresidente. 

09/11/2006 D. GONZALEZ

Dos empresarios extremeños se han visto involucrados en una supuesta trama de corrupción, estafas, extorsiones y sobornos millonarios a altos cargos de El Salvador, en la que también aparecen relacionados dos exministros y el expresidente del país. El resultado: los dos extremeños están en busca y captura en 171 países, según la Policía Internacional (Interpol), que insiste en que se encuentran en paradero desconocido, aunque EL PERIODICO EXTREMADURA pudo localizarlos ayer en Los Santos de Maimona y Cádiz y hablar con el que, aseguran los medios de comunicación salvadoreños, es la cabeza visible de la trama, el cacereño Joaquín Alviz, quien manifestó que todo responde a un montaje del Gobierno de El Salvador y que detrás se esconden muchos intereses. 

De momento, la Interpol mantiene una orden de busca y captura de Alviz, por "fraude" y "crimen organizado", delitos que supuestamente habría cometido en El Salvador. Pero, además, el jefe de la Interpol en El Salvador, Angel Barquero Silva, según recoge el periódico salvadoreño La prensa gráfica , asegura que también se encuentra en busca y captura el pacense Antonio Martínez, igualmente por su supuesta implicación en la citada trama. No obstante, este diario comprobó ayer que no existe un requerimiento de Martínez por parte de la policía internacional y que la orden de busca de Alviz está anulada por la Corte Suprema del país centroamericano. 

LOCALIZADOS POR ESTE DIARIO Mientras que diversas fuentes policiales y de la Fiscalía General de la República de El Salvador, han asegurado a diferentes medios de comunicación del país que el paradero de los dos extremeños se desconoce, y desde la Policía Nacional española advertían este fin de semana que no existían indicios de que Alviz y Martínez hubieran regresado a España, EL PERIODICO EXTREMADURA localizó ayer a los dos en sus respectivos domicilios. 

Martínez, que reside en Los Santos de Maimona, declinó hacer declaraciones sobre el tema, mientras que Alviz, que vive en Cádiz, negó rotundamente las acusaciones que se han realizado sobre ellos y aportó varias resoluciones judiciales --del juzgado séptimo de El Salvador y de la Cámara Primera de la Corte Suprema de Justicia-- en las que se indica que la orden de búsqueda fue emitida ilegalmente y está anulada por la Corte Suprema desde mayo de este año. 

Los medios de comunicación salvadoreños aseguran que la Fiscalía de San Salvador acusa a Alviz de haber sobornado a diversos altos cargos del Gobierno para hacerse con diversos concursos amañados por valor de 150 millones de dólares. 

En este sentido, insisten en que son acusados de adquirir de forma ilícita el proyecto Río Lempa II con el que se pretendía resolver los problemas de agua potable en el Gran San Salvador. Además de los dos extremeños, el fiscal general pidió procesar judicialmente al expresidente de la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA), Carlos Perla, su esposa, Ana Coralia Guadalupe Chávez de Perla y al exgerente de Producción, Carlos Herrera. Ellos y otras personas están acusados de negociaciones y asociaciones ilícitas. 

En el diario El Mundo se detalla que las investigaciones apuntan a que Antonio Martínez, que era socio de Alviz, pagó con cheques de la empresa del cacereño, Icasur, los sobornos a Perla y Herrera para conseguir a cambio la administración de proyectos. 

Existen tres claves en todo este proceso. El proyecto Río Lempa fue adjudicado en 1998 a una Unión Temporal de Empresas (UTE), de la que Icasur formaba parte. Tuvo un coste de 30 millones de dólares y fue financiado con un préstamo del Gobierno español. Un segundo proyecto para crear la reserva más grande de agua del mundo con un coste de 5 millones de dólares, también adjudicado en 1998 a la UTE. Y, la más importante, el concurso para la adjudicación de los servicios de inspección de vehículos de El Salvador --en total ocho ITV- 

Según informes aparecidos en la prensa salvadoreña, la Corte de Cuentas del país sostiene que la exministra de Medio Ambiente, Ana María Majano, que también está siendo investigada, adjudicó el concurso a dos empresas, la de Alviz, Icasur, y la de Antonio Martínez, Inceysa, por un valor de 120 millones de dólares, a pesar de que ninguna de las firmas estaba relacionada con la 

Un empresario español se convierte en el estafador más buscado del mundo
http://cuentanos.blogcindario.com/2006/11/03726-un-empresario-espanol-se-convierte-en-el-estafador-mas-buscado-del-mundo.html
http://www.lasprovincias.es/valencia/prensa/20061105/espana/estafador-buscado_20061105.html
Interpol ordena la «busca y captura prioritaria» de Joaquín Alviz por sobornar a los más altos cargos de El Salvador para ganar concursos de 150 millones de dólares 

«Código Rojo», «busca y captura prioritaria» para las policías de 171 países del todo el mundo. El empresario español Joaquín Alviz Victorio es desde esta semana el hombre más buscado después de que su nombre haya sido incluido a la cabeza de la lista de los estafadores de Interpol por varios supuestos fraudes multimillonarios en El Salvador. 

La Fiscalía de San Salvador acusa a este cacereño de 50 años de haber sobornado a algunos de los más altos cargos del Gobierno del país centroamericano para hacerse con concursos amañados por valor de más de 150 millones de dólares. Aunque las autoridades creen que el huido se encuentra en España, la Policía Nacional asegura que no hay indicios de que el supuesto estafador haya vuelto a casa. 

La fotografía de Alviz y sus datos personales, junto con la acusación de «fraude y crimen organizado», han llegado a varias oficinas del Ministerio del Interior español, después de que el Ministerio Público salvadoreño le haya implicado en una operación ilegal para hacerse con la concesión en el país de las Revisiones Técnicas Vehiculares (la ITV española). 

La Corte de Cuentas sostiene que la ex ministra de Medioambiente Ana María Majano, también investigada en este caso, adjudicó el concurso a dos empresas de Alviz (Icasur y Inceysa) por valor de 120 millones de dólares, a pesar de que esas dos compañías nada tenían que ver con la inspección de vehículos. 

Las investigaciones de la justicia salvadoreña determinaron que las empresas del español se dedicaban legalmente a «la compra, venta, importación y exportación de prendas de vestir, lencería y calzado, así como de todo tipo de complementos del vestir y artículos de bisutería y regalos». La Corte de Cuentas concluyó que Alviz había supuestamente alterado las escrituras de constitución de sus empresas para poder participar y ganar el proyecto de «revisión del patio vehicular del país» durante doce años. Unas ITV que, según los investigadores, le habría supuesto unos beneficios anuales cercanos a los 10 millones de dólares. 


Planta de aguas 

Pero la ITV no es la única supuesta estafa de Alviz, considerado ya como el delincuente más buscado de El Salvador. La Fiscalía General de este país arguye que el empresario extremeño también pagó 'mordidas' (comisiones) a los ex responsables de la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA) por valor de tres millones de dólares para hacerse con «la adjudicación del diseño y operación de la planta de tratamiento de aguas 'Río Lempa 2'». Un concurso de 33,7 millones de dólares que finalmente ganó una UTE (Unión Temporal de Empresas) que creó el propio Joaquín Alviz, con su empresa Icasur a la cabeza y otras compañías españolas como satélites. 
Sin embargo, la planta de tratamiento de aguas, que tenía que estar terminada en 2001, jamás acabó de construirse, a pesar de que el Gobierno salvadoreño concedió seis prórrogas. Alviz dejó tirados a sus socios españoles y poco después la Fiscalía descubrió que el empresario español había ingresado dos millones de dólares en una cuenta en Suiza a nombre del ex presidente de la ANDA, Carlos Perla. 

Ahora, después de conocerse los presuntos fraudes, la Fiscalía de El Salvador y las policías de varios países investigan muchos otros negocios turbios de Alviz por todo el mundo: extrañas empresas para rescatar galeones españoles hundidos del siglo XVI; compañías de ingeniería en Panamá, Colombia, República Dominicana, Ecuador y Kuala Lumpur; o plataformas flotantes de pesca en Indonesia.

¿Quién es Joaquín Alviz?
http://www.diariohorizonte.com/view/articulo.aspx?articleid=9881&zoneid=1
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Ex gerente de la Unidad Ejecutiva de Fondos Externos 

Acusado de fraude en el caso Anda se entrega en el juzgado

http://www.elsalvador.com/mwedh/nota/nota_completa.asp?idCat=6358&idArt=2800174
8 septiembre 2008

… La Fiscalía presentó la acusación contra Rosa y los demás imputados el 7 de diciembre de 2004, en la que pidió la detención en contra de Carlos Perla, Joaquín Alviz, Antonio Felipe Martínez Lavado, Ana Coralia de Perla, Luis Gustavo Crespín Varela y Carlos Alberto Herrera.

De todos éstos, sólo el ex presidente de Anda, Carlos Perla, ha sido procesado y condenado a 15 años de cárcel. A los españoles, Joaquín Alviz y Felipe Martínez Lavado, se les acusa de haber pagado a los ex personeros de Anda para que les entregaran el proyecto a cambio de dádivas monetarias. 

CASO PERLA

http://www.elsalvador.com/especiales/2006/perla/
Garzón culpó a Alviz en el caso ANDA 

La Audiencia Nacional española confirmó un delito de desvío de fondos en un anticipo que ANDA dio para un tanque de agua en Nejapa, y que acabó en una cuenta de Inceysa Vallisoletana. Esa empresa, según la Fiscalía, era dirigida por un prestanombre de Joaquín Alviz. Para evitar la cárcel, el empresario español aceptó los cargos. 

Efren Lemus/Salvador Martínez 
judicial@laprensa.com.sv 

23/09/2008

Uno de los magistrados más conocidos de la justicia española, el juez Baltasar Garzón, investigó y confirmó que el dinero destinado para la construcción de un tanque en Nejapa se desvió a la cuenta de una empresa que no tenía nada que ver con el proyecto.

Garzón, quien logró protagonismo internacional por promover la captura del ex presidente chileno Augusto Pinochet, por el proceso de genocidio contra el militar argentino Adolfo Scilingo, y por la orden de captura contra Osama bin Laden, recibió en el Juzgado Central de Instrucción n.º 5 un caso de apropiación indebida.

Las empresas Isolux Wat e Himexsa sostenían que, junto con Icasur, habían ganado un contrato en ANDA por el monto de $3,735,627. Empero, Joaquín Alviz, dueño de Icasur, abrió una cuenta bancaria, y “el 31 de enero de 2002, una semana después del anticipo, el acusado se apropió de $677,411”.

Siete meses después, el 1.º de agosto de 2002, Alviz tomó otros $300,000 y los ingresó en la cuenta de Icasur bajo el pretexto de que era un préstamo: “La suma tomada indebidamente ascendió a $845,083”.

El prestanombre

Una parte del dinero que en teoría era para la construcción del Reservorio en Nejapa paró en las cuentas de las empresas Icasur e Inceysa Vallisoletana. La primera es de Alviz y la segunda pertenece a Felipe Martínez Lavado, quien ganó el proyecto de las revisiones vehiculares.

La Fiscalía sostiene que Martínez Lavado era un prestanombre. Alviz reacciona de inmediato: sostiene que Icasur e Inceysa son sociedades diferentes, que no hay una relación técnica ni comercial —restricción consignada en las bases de licitación de las RTV—, pero acepta que son amigos.

“Las empresas no podían ser participadas, es decir, Icasur no podía presentar una oferta por otra y al mismo tiempo yo no podía estar participando con otra empresa que tuviera acciones en la mía. Participada es una relación comercial directa. Lo que no decía nada es que si eran amigos de tu vecino o si un tío que había trabajado antes para ti”, dice para defender la legalidad de la licitación que ganó en el Ministerio de Medio Ambiente.

Y sobre la sospechosa transferencia de $300,000 de Icasur a Inceysa, sostiene que era un préstamo, pero que esa inyección de capital no significa —para él— que su socio en las RTV no tenía capacidad económica, tal como lo cuestiona la Corte de Cuentas: “Efectivamente fue una transferencia de $300,000, un préstamo porque lo necesitaba para una serie de operaciones. Necesitaban unos fondos para manejarse porque era algo que se tenía que pagar, no sé si era un terreno o algo, pero para nada porque el capital estaba reflejado en su balance, se han tergiversado muchas cosas”.

La legalidad de esas operaciones financieras, empero, no convencieron a los tribunales. Garzón pasó el caso a la Sección Cuarta de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. En 2005 esa instancia condenó a Alviz, quien aceptó los cargos y pagó la cantidad reclamada a sus ex socios. Eso lo salvó de la cárcel y solo pagó una multa de 720 euros (unos $972, al cambio en ese año).

